


1

DICTAMEN SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REGULA 
LOS CAMPAMENTOS PÚBLICOS DE TURISMO DE LA REGIÓN DE MURCIA

De acuerdo con las competencias atribuidas a este Consejo por la Ley 3/93, de 
16 de Julio, y de conformidad con lo previsto en su Reglamento de Organización y 
Funcionamiento Interno, el Pleno del Consejo Económico y Social de la Región de 
Murcia, en su sesión celebrada el día 4 de mayo de 2007, acuerda aprobar por una-
nimidad el siguiente

D i c t a m e n
I. ANTECEDENTES

Con fecha 26 de marzo de 2007 
tuvo entrada en este Consejo el escrito 
de la Consejería de Turismo, Comercio 
y Consumo por el que solicita, a los 
efectos previstos en los artículos 5 a) 
de la Ley 3/1993, de 16 de junio, y 11.1 
a) del Reglamento de Organización y 
Funcionamiento de este Organismo, la 
emisión de Dictamen sobre el «Proyec-
to de Decreto por el que se regula los 
Campamentos Públicos de Turismo de 
la Región de Murcia»

La facultad para promover tal dis-
posición emana de la competencia ex-
clusiva que la Comunidad Autónoma de 
la Región de Murcia ostenta en materia 
de ordenación, promoción y fomento del 
turismo, atribuida por el artículo 10.1.16 
del Estatuto de Autonomía de la Región 
de Murcia aprobado mediante Ley Orgá-
nica 4/1982. Se señala en el número dos 
del mismo artículo que en el ejercicio de 
esa competencia corresponde a la Región 
la potestad legislativa, la reglamentaria 
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y la función ejecutiva con respeto a la 
Constitución.

Esa competencia se ejerció inicial-
mente en relación con la materia que 
ordena el Proyecto, los campamentos 
públicos de turismo, mediante el Decreto 
19/1985, de 8 de marzo, por el que se 
establece la ordenación de los mismos, 
posteriormente modifi cado por el Decreto 
108/1988, de 28 de julio. La regulación 
establecida por estas disposiciones es la 
vigente salvo en aquellos aspectos que 
pudieran contravenir la Ley 11/1997, de 
Turismo de la Región de Murcia.

Esta normativa defi ne en el capítu-
lo inicial su ámbito de aplicación, los 
conceptos de campamentos públicos de 
turismo y de acampada libre itinerante, 
los terrenos en los que no podrá prac-
ticarse esta última ni establecerse un 
campamento público, así como las fun-
ciones que corresponden a la Consejería 
competente en materia de turismo en esta 
cuestión. El capítulo segundo clasifi ca los 
campamentos en cuatro categorías (lujo, 
primera, segunda y tercera) y establece 
criterios para determinar qué categoría 
corresponde a cada campamento. A su 
vez, prescribe una serie de requisitos 
técnicos generales en cuanto a superfi cie 
y capacidad de las instalaciones, suminis-
tro de agua y electricidad, tratamiento y 
evacuación de aguas residuales, vallado 
y cierre de protección, viales interiores, 
estacionamiento de vehículos, sistemas 
de seguridad contra incendios, recepción 
y otros servicios. Por su parte, el capítu-
lo tercero regula el procedimiento para 
obtener la autorización para el ejercicio 
de la actividad, exige la suscripción de 

una póliza de seguro de responsabilidad 
civil y obliga a los titulares a facilitar 
información estadística. Finalmente, el 
capítulo cuarto regula el procedimiento 
de inspección y sanciones.

Unos años más tarde se promulgó 
una ordenación general del sector turísti-
co con la aprobación de la Ley 11/1997, 
de Turismo de la Región de Murcia, que 
en su artículo 13 relaciona las diversas 
modalidades de servicios de alojamiento 
turístico una de las cuales es el camping 
o campamento público de turismo. El 
artículo 20 de la citada disposición legal 
los defi ne como «el espacio de terreno 
debidamente delimitado, dotado y acon-
dicionado para su ocupación temporal, 
con capacidad para más de diez per-
sonas que pretendan hacer vida al aire 
libre, con fi nes vacacionales o de ocio 
y utilizando como residencia albergues 
móviles, tiendas de campaña, caravanas u 
otros elementos similares transportables, 
cuyos servicios pueden ser utilizados por 
cualquier persona mediante precio». En 
su apartado dos permite que la D. G. de 
Turismo pueda «autorizar la instalación 
estable de elementos fi jos prefabricados, 
de madera o similares, cuando dichas 
instalaciones no superen el porcentaje 
que reglamentariamente se determine, y 
de acuerdo con las previsiones del pla-
neamiento urbanístico». El mismo artí-
culo prohíbe la venta o arrendamiento de 
parcelas, faculta a los titulares a solicitar 
y obtener algún tipo de especialización 
del campamento y remite al desarrollo 
reglamentario para su especifi cación, y 
obliga a que las instalaciones cumplan 
los requisitos establecidos por las normas 
sectoriales.
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La disposición fi nal de la Ley 11/1997 
faculta al Consejo de Gobierno a dictar 
las disposiciones reglamentarias preci-
sas para el desarrollo y ejecución de la 
misma, y declara en vigor hasta que se 
proceda a dicho desarrollo reglamentario 
determinadas disposiciones, en todo lo 
que no se oponga al contenido de la Ley, 
entre las que cita los antes mencionados 
Decreto 19/1985 y 108/1988 que modi-
fi ca el anterior.

Diez años después de la promul-
gación de la Ley el Proyecto sometido 
a Dictamen pretende actualizar la nor-
mativa aplicable a los campamentos 
públicos de turismo, que constituyen 
en la Región de Murcia una importante 
modalidad de alojamiento turístico. La 
estadística de establecimientos turísticos 
de la Consejería de Turismo, Comercio 
y Consumo referida a 31 de diciembre 
de 2006 cuantifica en 22 campings y 
15.467 plazas este tipo de oferta, que 
representa un tercio aproximadamente 
de las 45.658 totales disponibles en la 
Comunidad Autónoma de Murcia. Es el 
segundo tipo de alojamiento por número 
de plazas tras los hoteleros, que reúnen 
el 41,5% de las plazas. Su evolución es 
ligeramente menos expansiva que la ofer-
ta total y que la hotelera. Doce años antes 
había 15 campings que ofertaban 12.911 
plazas, por lo que su crecimiento en ese 
periodo ha sido el 19,8%, por debajo del 
31,8% registrado por las plazas de los 
establecimientos hoteleros y del 24% en 
que ha aumentado la oferta total.

La distribución de las plazas de 
alojamiento en campamentos públi-
cos de turismo por categorías refleja 

una fuerte concentración en segunda 
(55,1%) y primera (43,3%). Se carece 
de campings de lujo y sólo existen 2 de 
tercera categoría cuya oferta es de 249 
plazas. Éstos deberán adecuarse a las 
prescripciones del Proyecto durante los 
tres años posteriores a su aprobación, si 
se mantiene su redacción actual, ya que 
esa categoría desaparece. Los municipios 
de Cartagena y Mazarrón concentran la 
mayor parte de esta oferta al reunir en 
sus términos municipales el 53% de las 
plazas (4 establecimientos) y 16,3% (3 
establecimientos) respectivamente. Se-
guidamente se sitúan San Javier (8,4%) 
y Águilas (7,4%), y también existe oferta 
en Alhama de Murcia, Bullas, Fortuna, 
Lorca, Moratalla, Murcia, Puerto Lum-
breras y Totana.

Los campamentos públicos de turis-
mo constituyen igualmente la segunda 
modalidad turística en lo que concierne a 
la demanda y la que más pernoctaciones 
de extranjeros genera. La estadística de la 
D. G. de Economía y Planifi cación de la 
Consejería de Economía y Hacienda ex-
puesta en su Gaceta Económica cuantifi ca 
en 135.758 los viajeros que optaron por 
esta modalidad de alojamiento en 2006, 
número que supone el 9,7% del total y 
quedar lejos del 82,8% que aportan los 
establecimientos hoteleros. De aquellos 
viajeros el 71,7% eran de origen nacional 
y el 28,3% extranjeros. Para éstos los 
campings suponen una oferta de singular 
interés ya que su cuota en relación con 
los viajeros extranjeros desplazados a la 
Región, el 14,5%, es notablemente supe-
rior a la del total antes citado.

La evolución de la demanda en 
los campamentos públicos de turismo 
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muestra un recorrido diferente a la de 
todo el agregado: disminuye el número 
de viajeros que optan por ella pero pro-
longan su estancia media, a diferencia de 
lo que sucede con el total. En efecto, el 
número de viajeros alojados en campings 
ha retrocedido el 15,1% desde 2001 a 
2006 mientras la cuantía total ha crecido 
el 31,2%, exclusivamente por la acción 
de hoteles y alojamientos rurales. Pero 
1.386.857 pernoctaciones generadas por 
los campistas implican un incremento en 
el referido lustro del 12,2% cuando el 
número total de pernoctaciones sólo ha 
subido el 5,4%, y un 7,3% en hoteles. Por 
tanto, se ha pasado de una estancia media 
de 7,7 a 10,2 días, cuando en el total la 
evolución ha sido de 4,3 a 3,5 días.

La mayor duración de la estancia 
media en los campings supone por otra 

parte que la presencia de esta modalidad 
de alojamiento se acreciente en términos 
de pernoctaciones. El número citado de 
2006 supone el 28,5% de las pernocta-
ciones regionales, y de ellas cerca de dos 
tercios (65%) han sido de extranjeros. 
Para éstos los campamentos públicos son 
particularmente atrayentes pues esta mo-
dalidad de alojamiento ha congregado el 
60,8% de las pernoctaciones de viajeros 
extranjeros, correspondiendo a los esta-
blecimientos hoteleros el 31,6%. 

Por tanto, los datos anteriores evi-
dencian que el Proyecto de Decreto so-
metido a Dictamen tiene una importante 
incidencia en el sector turístico regional, 
al constituir los campamentos públicos de 
turismo una modalidad de alojamiento 
con una cuota relevante y creciente de la 
oferta y demanda turística de la Región.

II. ESTRUCTURA Y CONTENIDO

El Proyecto de Decreto por el que 
se regulan los campamentos de turismo 
de la Región de Murcia consta de una 
exposición de motivos, cuarenta y nueve 
artículos, dos disposiciones adicionales, 
dos disposiciones transitorias, una dis-
posición derogatoria, dos disposiciones 
fi nales y dos anexos.

La exposición de motivos relaciona 
los antecedentes jurídicos que justifi can la 
competencia para elaborar el Proyecto y 
efectúa una síntesis de los ocho capítulos 
que agrupan el articulado. 

El capítulo primero consta de ocho 
artículos y se denomina «Disposiciones 

generales». El artículo 1 somete a esta 
disposición los alojamientos turísticos en 
la modalidad de camping ubicados en el 
territorio de la Región de Murcia.

El artículo 2 defi ne los campings o 
campamentos públicos de turismo como 
el terreno debidamente delimitado, do-
tado y acondicionado para su ocupación 
temporal, con capacidad para más de 
diez personas que pretendan hacer vida 
al aire libre, con fi nes vacacionales o 
de ocio y utilizando como residencia 
albergues móviles, tiendas de campaña, 
caravanas u otros elementos similares 
transportables, cuyos servicios pueden 



5

ser utilizados por cualquier persona 
mediante precio. 

El artículo 3 excluye del ámbito de 
aplicación del Decreto los campamentos 
juveniles, albergues, centros y colonias 
escolares, los campamentos privados que 
regula el artículo cuatro y los pertenecien-
tes a instituciones o asociaciones de uso 
exclusivo de los miembros asociados.

El artículo 4 defi ne campamento de 
uso privado aquellos establecimientos, 
cualquiera sea su titularidad y denomi-
nación, en los que la admisión y uso de 
sus instalaciones esté reservado exclusi-
vamente a sus socios o miembros.

El artículo 5 relaciona en su apar-
tado 1 las instalaciones fijas de uso 
colectivo, que contarán solo de planta 
baja, elementos para la satisfacción de 
necesidades colectivas (recepción, su-
permercado, restaurante, bar, servicios 
higiénicos y ofi cinas), serán armónicas 
con el medio natural, y estarán adaptadas 
para la accesibilidad de personas dismi-
nuidas físicas. 

El apartado 2 permite la instalación 
estable de elementos fi jos prefabricados, 
de madera o similares, destinados a aloja-
mientos de los campistas, como máximo 
en el 35% de las parcelas autorizadas. 
Establece a su vez determinados requisi-
tos: entre otros, han de estar agrupadas y 
claramente separadas del resto; su super-
fi cie no superará el 50% de la parcela, no 
tendrán altillos y la ventana será al menos 
de 1,20 m2; capacidad máxima de 4 ca-
mas fi jas y dos convertibles; dotadas de 
servicios diferenciando según la categoría 
del campamento; amuebladas con mesa, 
tantas sillas como plazas, sofá o sillón y 

armario como mínimo; serán propiedad 
del titular del camping y explotadas por 
él; y el 10% como mínimo accesibles por 
cualquier persona con independencia de 
sus condiciones físicas o sensoriales.

El apartado 3 indica que se podrá 
instalar, dentro del mismo porcentaje 
anterior y de conformidad con las nor-
mas urbanísticas, apartamentos turísticos 
y alojamientos vacacionales regulados 
por el Decreto 75/2005, de 24 de junio, 
también del titular del campamento y 
compartiendo la recepción.

El artículo 6 prohíbe la venta de 
parcelas y su arrendamiento, así como la 
permanencia por más de un año. También 
la realización por el usuario de cualquier 
tipo de obra o edifi cación. Defi ne en su 
apartado 3 la acampada libre itinerante, 
aquella que tenga lugar fuera de los cam-
pamentos y formada por grupos con un 
número máximo de tres tiendas, caravanas 
o cualquier otro tipo de acampada y nueve 
personas, separados de otro grupo más de 
un kilómetro y una permanencia máxima 
de tres días. No podrá practicarse a menos 
de cinco kilómetros de un núcleo urbano, 
lugares de uso público o concurrido, ni a 
menos de 100 metros de márgenes de ríos 
o carreteras. Tampoco en emplazamientos 
donde no se puedan ubicar campamentos 
públicos. El apartado 4 permite la posible 
autorización para que estos últimos efec-
túen la guarda y custodia de caravanas.

El artículo 7 relaciona las compe-
tencias de la Consejería competente en 
turismo: establecer las condiciones para 
la instalación y autorización, autorizar 
el ejercicio de la actividad, determinar 
o modifi car la categoría de los campa-
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mentos, vigilar el cumplimiento de las 
disposiciones en materia de precios, re-
gular e inspeccionar su funcionamiento, 
arbitrar medidas de fomento y promoción 
de estos establecimientos, sustanciar y 
resolver las reclamaciones, e imponer, 
en su caso, sanciones.

El artículo 8 regula los emplazamien-
tos y además de exigir el cumplimiento de 
la normativa urbanística, de medio am-
biente y cualquier otra aplicable, prohíbe 
la instalación en determinados lugares, 
relacionados en el apartado 2. Entre otros, 
en terrenos situados en ramblas, barran-
cos, lechos secos, susceptibles de inun-
dación, insalubres o peligrosos; terrenos 
incluidos en las servidumbres legales de 
protección, tránsito y acceso al mar, así 
como los sometidos al dominio público 
marítimo terrestre; a menos de 250 me-
tros de tomas de captación de aguas para 
consumo; a menos de 200 metros de un 
embalse o de un inmueble declarado bien 
de interés cultural; a menos de 300 metros 
de instalaciones industriales clasifi cadas; 
a menos de 2.500 metros de cebaderos 
o instalaciones ganaderas; terrenos por 
lo que discurran líneas de alta tensión; 
terrenos afectados por servidumbres y 
distancias de seguridad de plantas de 
llenado o trasvase de gas así como de sus 
distribuidoras; terrenos afectados por ser-
vidumbres de instalaciones aeronáuticas; 
terrenos a menos de 500 metros de alma-
cenamientos, vertederos o destrucción de 
residuos sólidos o depuradoras de agua; y 
terrenos situados en la zona de protección 
de una carretera o línea férrea.

Dos artículos forman el capítulo 
segundo, denominado «Clasifi cación y 

especialización». El artículo 9 defi ne tres 
categorías de campamentos públicos de 
turismo: lujo, primera y segunda.

El artículo 10 faculta a la Conseje-
ría competente a reconocer la siguiente 
especialización para los campamentos 
públicos de turismo: montaña, balneario 
y naturista. Los primeros deberán estar 
ubicados en zona de montaña situados a 
más de 600 metros sobre el nivel del mar, 
donde se puedan practicar actividades 
de turismo activo y relacionadas con el 
medio natural. Los especializados como 
balneario estarán ubicados a menos de 
3 kilómetros de un establecimiento de 
esa naturaleza y contarán con instalacio-
nes como piscina climatizada cubierta, 
gimnasio, jacuzzi, programación de ac-
tividades tendentes a reducir los efectos 
de enfermedades o patologías y aseos 
individuales en cada parcela. Aquellos en 
los que de forma habitual y continua se 
practique el naturismo podrán acogerse a 
esa especialización. Reglamentariamente 
se podrá reconocer otras especializacio-
nes.

Once artículos integran el capítulo 
tercero, llamado «Requisitos técnicos 
generales». El artículo 11 regula la 
superfi cie. El 75% del total se destinará 
como máximo a zona de acampada y el 
resto a viales interiores, zonas verdes, 
deportivas o de servicios comunes. La 
primera estará dividida en parcelas nu-
meradas y perfectamente delimitadas, y 
podrán ser de dos tipos. Ordinarias serán 
las destinadas a un albergue móvil y un 
vehículo, contando éste con acceso direc-
to desde un vial interior. Reducidas serán 
las destinadas a un albergue móvil sin 
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vehículo salvo motocicletas o bicicletas. 
La superfi cie de éstas no será inferior al 
50% de las ordinarias en cada categoría 
y su número no excederá el 25% del total 
de parcelas del campamento. Para estas 
últimas parcelas el camping dispondrá 
de plazas de aparcamientos de vehículos. 
Opcionalmente se podrá dejar sin parcelar 
como máximo el 10% de la superfi cie de 
la zona de acampada para ser ocupada por 
tiendas de campaña y dos personas por 
punto de acampada. El número máximo 
de tiendas se determinará en función de 
la superfi cie y considerando 16 m2 por 
campista en la categoría de lujo y dos 
metros menos en cada una de las dos 
siguientes categorías.

El artículo 12 establece la capacidad 
máxima de alojamiento como la suma 
de los siguientes parámetros: un pro-
medio de cuatro personas por parcela y 
de dos en los puntos de acampada libre 
más la capacidad de los elementos fi jos 
estables.

El artículo 13 establece que los 
campings públicos deberán estar cercados 
en todo su perímetro y los materiales 
empleados, excluido el alambre espino-
so, habrán de permitir una integración 
armónica en el entorno. El cerramiento 
será siempre de fábrica en los situados 
en núcleos urbanos.

El artículo 14 establece que el ac-
ceso al campamento estará debidamente 
acondicionado para garantizar unas 
condiciones de tránsito perfectas y con 
anchura sufi ciente para permitir la cir-
culación de vehículos.

El artículo 15 exige que los viales 
interiores, cuyo fi rme estará dotado de 

drenaje, deberán tener una anchura no 
inferior a 5 metros si son de doble sentido 
o 3 metros en los de sentido único, sin 
que puedan destinarse a aparcamiento. 
El vial principal contará con señales 
que prohíban superar la velocidad de 20 
Km. /h., las señales acústicas, la circula-
ción durante las horas reglamentadas de 
descanso, e indicarán el sentido del vial 
cuando sea único.

El artículo 16 regula el suministro 
de agua y exige la disponibilidad de ins-
talaciones que aseguren el abastecimiento 
de agua potable y la presentación del 
certifi cado de potabilidad, si bien éste 
se dispensará cuando el camping esté 
conectado a una red municipal de abaste-
cimiento de agua para consumo humano. 
Se requiere a su vez que dispongan de 
depósitos o aljibes de reserva con capa-
cidad mínima de 100 litros por persona 
y día, y para dos días de utilización si 
el suministro no proviene de una red 
municipal, en cuyo caso se establece la 
obligatoriedad de contar con un sistema 
de desinfección automática. Se regula 
igualmente la ubicación de los depósitos, 
la necesidad de indicar que el agua es 
«no potable» en al menos dos idiomas 
además del castellano si ésta se emplea 
para riegos o servicios higiénicos, y se 
requiere que exista una fuente de agua 
potable con varias tomas en la zona de 
acampada por cada cincuenta parcelas 
como mínimo de tal manera que ninguna 
de éstas se encuentre a más de 75 metros 
de la fuente.

El artículo 17 regula determina que 
la evacuación de aguas residuales deberá 
ser preferentemente a través de la red 
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municipal de alcantarillado, pero en caso 
de inexistencia de ésta deberá instalarse 
una depuradora adecuada a la capacidad 
del campamento cuyo emplazamiento 
no generará molestias por ruidos a los 
usuarios ni afectara a la higiene y salu-
bridad del camping. Si la depuradora es a 
cielo abierto estará a más de 100 metros 
de los elementos de acampada y de las 
instalaciones fi jas, y se localizará a más 
de 20 metros si es cerrada. Se prohíbe la 
instalación de pozos ciegos y fosas sép-
ticas y se exige la dotación de un efi caz 
drenaje de aguas pluviales.

El artículo 18 obliga a mantener en 
buen estado de conservación y limpieza 
las instalaciones, y a realizar el servicio 
de limpieza una vez al día como míni-
mo. También, a mantener depósitos con 
tapadera en número suficiente para la 
capacidad preparados para el almace-
namiento selectivo de residuos sólidos, 
cuyo vaciado y limpieza se realizará 
diariamente, y a disponer de papeleras 
en todas las zonas comunes.

El artículo 19 exige a los campa-
mentos públicos tener determinadas insta-
laciones y el cumplimiento de determina-
das medidas de prevención de incendios, 
entre otras extintores de polvo antibrasa 
de 25 Kg. sobre ruedas ubicados en sitios 
visibles y de fácil acceso, una boca de 
incendio por cada 100 parcelas o 50 si el 
camping esté en zona boscosa o forestal, 
limpias las instalaciones de hojarasca y 
ramas, luces de emergencia en lugares de 
salidas de personas y vehículos en caso de 
incendio, altura mínima de medio metro 
desde el suelo para las instalaciones de 
barbacoa, plano en el exterior de la recep-
ción con la ubicación de los extintores, 

bocas de incendio y salidas, protección 
de un pararrayos, doble sentido para las 
puertas de evacuación, extintor de 6 Kg. 
de polvo como mínimo en las cocinas de 
los elementos fi jos prefabricados, realiza-
ción de los trabajos que conlleven riesgo 
de incendio tras la autorización expresa 
del responsable del establecimiento y con 
medidas de protección, y obligatoriedad 
de un vial de 3 metros de ancho en todo 
el perímetro y lindando el cerramiento 
en los campamentos públicos que se 
proyecten después de la entrada en vigor 
del Decreto.

El artículo 20 se refi ere a la energía 
eléctrica y establece que estas instalacio-
nes se regirán por su Reglamento especí-
fi co y demás disposiciones de seguridad 
aplicables, y su capacidad de suministro 
eléctrico no será inferior de 600 vatios 
en cada parcela con toma de corriente. 
En acceso, viales, zonas ajardinadas, 
aparcamientos y zonas de uso común 
habrá un mínimo de 2 lux de intensidad, 
y 4 lux en las calles principales. La red 
general de distribución eléctrica estará 
totalmente enterrada. Y se indicará la 
tensión e intensidad en todas las tomas 
de corriente de uso por los campistas. A 
su vez, dispondrán de un equipo gene-
rador de energía eléctrica que garantice 
el suministro en todo momento, y las 
derivaciones desde la toma de corriente 
serán a ras de suelo.

El capítulo cuarto consta de cinco 
artículos y se titula «Servicios». El artí-
culo 21 establece que los campamentos 
públicos tendrán bloques de servicios de 
tal forma que ninguna parcela o zona de 
acampada diste más de 200 metros de un 
bloque. Cada uno cumplirá ciertas espe-
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cifi caciones, como su composición de 
duchas, lavabos e inodoros independien-
tes para hombres y mujeres, ventilación 
amplia y directa al exterior, suelos de 
material antideslizante, perchas y lavabos 
con espejos y tomas de corriente en cada 
uno, agua corriente permanente y un aseo 
completo en cada bloque adaptado a per-
sonas con movilidad reducida.

El artículo 22 exige la existencia 
de un botiquín de primeros auxilios 
situado en lugar visible y debidamente 
señalizado.

El artículo 23 determina que los 
establecimientos de restauración y comer-
cios minorista de alimentación ubicados 
en el interior se regirán por sus respecti-
vas reglamentaciones.

El artículo 24 declara obligatoria la 
exhibición, junto a la entrada principal, de 
una placa distintiva, según características 
que se describen en el anexo II, de la 
categoría (L, 1ª y 2ª) y especialización, 
en su caso, del camping. La publicidad y 
documentación deberá indicar el nombre 
del campamento, su categoría y espe-
cialización. Únicamente en la recepción 
existirá un lugar para publicidad escrita 
ajena al camping.

El artículo 25 requiere la disponibi-
lidad de servicio telefónico a disposición 
de los campistas, que en los de lujo y 
primera serán en cabinas individuales.

Seis artículos componen el capítulo 
quinto, denominado «Régimen de fun-
cionamiento». El artículo 26 establece 
que la apertura será durante toda la 
temporada consignada en la resolución 
de autorización, debiéndose notificar 

a la Consejería competente cualquier 
modifi cación.

El artículo 27 considera los campa-
mentos locales públicos de libre acceso 
y permanencia de los usuarios, sin que 
pueda restringirse el mismo por las cua-
lidades u origen de las personas. Obliga 
a disponer de un Reglamento de Uso o 
Régimen Interior que será aprobado por 
la Consejería competente. Además de 
en español el Reglamento deberá estar 
redactado en francés, inglés y alemán. 
Los menores de 18 años deberán estar 
acompañados de personas mayores.

El artículo 28 determina que la re-
cepción será el centro de relación con los 
clientes a efectos administrativos y de 
información. En los de lujo estará abierta 
las 24 horas y en las otras categorías des-
de las ocho a las 22 horas como mínimo. 
En la recepción se expondrá copia de la 
resolución de autorización, Reglamento 
de Uso, cartel anunciador de la existencia 
de hojas de reclamación, aforo máximo, 
lista de precios, horario de recepción, 
temporada de funcionamiento, copia de 
póliza de seguro de responsabilidad civil, 
certifi cado de potabilidad del agua, foto-
copia del Decreto regulador, horario de los 
servicios del camping, horario de descanso 
y silencio, y plano general con indicación 
de las salidas de emergencia, ubicación del 
botiquín y de asistencia médica.

El artículo 29 establece que los 
directores titulados o los responsables 
o encargados, en su caso, serán consi-
derados los responsables a efectos de lo 
preceptuado en la presente ordenación. 
Tendrán la obligación de velar por el 
buen funcionamiento del campamento 
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y comunicar a la autoridad competente 
cualquier alteración de orden público. 
La designación de los directores o res-
ponsables corresponde a los titulares 
de los establecimientos y se notifi cará 
obligatoriamente a la Consejería com-
petente.

El artículo 30 atribuye a los re-
cepcionistas las funciones de llevar el 
control de entradas y salidas mediante 
un libro de registro y fi chas, comprobar 
la identidad de los clientes, facilitar la 
información que soliciten los clientes, 
recibir los avisos, recados, telegramas 
o fax urgentes dirigidos a los clientes y 
distribuir la correspondencia. Correspon-
de a los guardas la vigilancia y custodia 
del camping, velar por el cumplimiento 
del Reglamento de Uso y comunicar al 
director o responsable los incumplimien-
tos, y reconocer el terreno desalojado 
por los campistas para comprobar su 
estado con el fi n de que se encuentre 
en buenas condiciones para volver a ser 
ocupado.

El artículo 31 determina que los pre-
cios de los servicios son libres y podrán 
ser fi jados y modifi cados a lo largo del 
año previa comunicación por escrito a la 
Consejería competente. Los precios serán 
por jornada, comenzando la estancia a las 
16 horas del día de llegada y terminando a 
las 12 horas el de salida. Los precios y las 
facturas serán desglosados por conceptos, 
y en éstas fi gurará el nombre y categoría 
del establecimiento, con mención expresa 
a si se incluye o no el IVA. En estancias 
de más de tres días se podrá exigir el 
abono anticipado del 50% de las tarifas 
aplicables. El titular del establecimiento 

conservará las copias de las facturas du-
rante un año contado desde la fecha de 
su emisión.

Tres artículos forman el capítulo 
sexto, denominado «Derechos, obliga-
ciones y prohibiciones de los usuarios. 
El artículo 32 atribuye a los usuarios 
los derechos de usar las instalaciones de 
acuerdo a esta Ordenación, conocer los 
precios y horarios de los servicios antes 
de la contratación, recibir justifi cantes de 
los pagos efectuados y formular las recla-
maciones o quejas que estimen oportunas 
en las hojas oficiales de reclamación, 
que deberán de ser facilitadas dentro 
del horario de recepción y remitidas por 
el cliente a la Consejería competente, 
acompañando justifi cante de pago si se 
refi ere a precios.

El artículo 33 relaciona las obli-
gaciones de los usuarios, que serán las 
de abonar el importe de su estancia y 
servicios usados, acreditar documental-
mente su personalidad fi rmando la fi cha 
de entrada, observar las normas de buena 
convivencia social, comunicar a la direc-
ción los casos de enfermedad contagiosa 
o febril, cumplir el Reglamento de Uso 
y respetar la parcela o el punto de acam-
pada que se le asigne.

El artículo 34 les prohíbe pertur-
bar el silencio o descanso en las horas 
fi jadas, hacer fuego fuera de los lugares 
permitidos, introducir armas u objetos 
peligrosos, tener animales peligrosos o 
molestos, abandonar residuos o basu-
ras fuera de los recipientes habilitados, 
introducir personas no alojadas sin la 
autorización del personal de recepción 
y tender prendas de vestir en lugares no 
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permitidos. La contravención de estas 
obligaciones podrá ocasionar la expulsión 
del campamento.

El capítulo séptimo se forma de seis 
artículos y se titula «Campamentos de uso 
privado». El artículo 35 determina que 
el carácter de uso privado de los campa-
mentos de uso privado no les exime de 
cumplir lo dispuesto en los artículos 8 
(emplazamiento), 23 (requisitos para los 
establecimientos de restauración y co-
mercio) y 34.1 apartados b) (prohibición 
de hacer fuego) y e) (introducir personas 
no autorizadas).

El artículo 36 preceptúa que este 
tipo de campamentos se regirán por la 
voluntad de sus socios o miembros re-
cogida en sus Estatutos fundacionales y 
normas de funcionamiento.

El artículo 37 prohíbe instalar cam-
pamentos privados a menos de 3 kilóme-
tros de uno público.

El artículo 38 obliga a declarar el 
número de pernoctaciones, a efectos 
estadísticos, a los titulares de los cam-
pamentos privados.

El artículo 39 les prohíbe utilizar 
distintivos que supongan confusión res-
pecto de los campamentos públicos.

El artículo 40 faculta a la Inspección 
Regional de Turismo a comprobar si los 
campistas son miembros o socios de la 
entidad titular del campamento privado. 
Si se admite personas que no sean socios 
o miembros deberán cumplir lo dispues-
to en el Decreto para los campamentos 
públicos, y quedarán sujetos a su vez a 
la Ley 11/1997, de Turismo de la Región 
de Murcia.

De nueve artículos se compone el ca-
pítulo octavo denominado «Autorización 
de instalación y clasifi cación». El artícu-
lo 41 determina que las personas físicas o 
jurídicas que promuevan un campamento 
público deberán solicitar de la Consejería 
competente un informe indicativo de la 
categoría que podría ostentar el esta-
blecimiento, aportando la Memoria del 
proyecto con indicación de la categoría 
pretendida, plano general de la instalación 
y cualquier información complementaria 
que facilite la identifi cación.

El artículo 42 relaciona los docu-
mentos que acompañarán la solicitud 
de instalación, que serán una memoria 
descriptiva de las características del cam-
pamento, documentación acreditativa de 
la personalidad física o jurídica del soli-
citante, copia de la escritura de propiedad 
del terreno o documento que justifi que su 
utilización, proyecto técnico suscrito por 
técnico competente, plano de situación 
a escala 1:25.000, plano topográfi co a 
escala 1:2.000, licencia urbanística del 
campamento y de cada una de las posibles 
unidades de alojamiento, y estudio de 
Evaluación de Impacto Ambiental. Tras 
la recepción de esta documentación la 
Consejería competente solicitará infor-
mes al Ayuntamiento en cuyo término 
municipal se instalará el campamento, 
a las Consejerías competentes en urba-
nismo, medio ambiente y sanidad, y a la 
Confederación Hidrográfi ca u Organismo 
de Cuenca. La Consejería competente en 
turismo resolverá la concesión o denega-
ción en el plazo máximo de tres meses, 
considerándose estimada si no hubiera 
resolución expresa.
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El artículo 43 señala que una vez 
realizadas las obras e instalaciones 
proyectadas será preciso obtener au-
torización de apertura como empresa 
turística para empezar a funcionar. Se 
solicitará acompañando certificación 
fi nal de obra, indicación de la temporada 
de funcionamiento y tarifas aplicables, 
Reglamento de Régimen Interior, certifi -
cación de que se cumple la normativa de 
prevención contra incendios, boletines 
de instalación, certifi cado de potabilidad 
de agua o municipal de conexión a la 
red municipal de abastecimiento, desig-
nación del director del establecimiento 
o responsable y póliza de seguro de 
responsabilidad civil. Tras recibir esta 
documentación la Consejería competen-
te en turismo solicitará a la competente 
en sanidad informe de cumplimiento de 
la normativa higiénico-sanitaria, enten-
diéndose que no hay objeciones si no se 
emite en un mes.

El artículo 44 concede un plazo de 
tres meses a partir de la entrada de la 
solicitud para la resolución motivada de 
la concesión o denegación de la auto-
rización de apertura previa inspección, 
considerándose desestimada la petición 
si no recayera resolución expresa, la cual 
es independiente de las que hubieran 
concedido otros organismos en virtud a 
sus competencias.

El artículo 45 determina que toda 
modifi cación del camping que afectase 
a su clasifi cación y categoría, especiali-
zación, capacidad o servicios deberá ser 
autorizada previamente por las Consejería 
competente en turismo, cuyo proyecto se 
tramitará con arreglo a lo previsto con 

carácter general en este capítulo junto a 
los documentos relativos a las modifi ca-
ciones. Los cambios de titularidad de la 
propiedad se comunicarán igualmente, así 
como el cese y nombramiento del director 
o responsable. También se comunicarán 
los cambios de temporada, los cierres 
temporales y el defi nitivo.

El artículo 46 obliga a contratar una 
póliza de responsabilidad civil por impor-
te de 300.000 euros en los campamentos 
de hasta 300 plazas y de 600.000 euros 
si el aforo es mayor.

El artículo 47 prescribe la inscrip-
ción de ofi cio en el Registro de Empresas 
y Actividades Turísticas una vez concedi-
da la correspondiente autorización.

El artículo 48 determina que excep-
cionalmente y a petición del titular tras 
expediente con inspección de turismo la 
Consejería competente podrá dispensar el 
cumplimiento de algunos de los requisitos 
mínimos de clasifi cación, siempre que no 
supongan menoscabo en la calidad del 
servicio, de los derechos de los usuarios, 
condiciones higiénico-sanitarias no de 
seguridad. También excepcionalmente 
se podrá eximir del deber de parcelación 
total o parcialmente en casos de ubicación 
en orografía accidentada o con cubiertas 
vegetales o especies arbóreas protegidas 
o singulares.

El artículo 49 declara aplicable el 
régimen de disciplina turística previsto en 
la Ley 11/1997, de Turismo de la Región 
de Murcia.

La disposición adicional primera
preceptúa que los campamentos que 
ofrezcan a sus clientes actividades com-
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plementarias relacionadas con el turismo 
activo deberán concertarlas con empresas 
legalmente autorizadas.

La disposición adicional segunda
prescribe la aplicación de la Orden de 11 
de agosto de 1972 por la que se aprueba 
el Estatuto de los Directores de Estable-
cimientos de Empresas Turísticas.

La disposición transitoria prime-
ra concede un plazo de tres años para 
que los campamentos ya autorizados se 
adapten a la modalidad y categoría pre-
tendida, que será determinada de ofi cio 
por la Consejería competente transcurrido 
ese plazo.

La disposición transitoria segunda 
otorga un plazo de tres años para que 
los campings de tercera categoría, que 
desaparece con el Decreto, la manten-
gan. En ese periodo deberán adecuar sus 
instalaciones a las prescripciones de la 
nueva normativa. Transcurrido ese plazo 

sin adaptación se procederá de ofi cio a la 
baja en el Registro.

La disposición derogatoria deje 
sin efecto el Decreto 19/1985, sobre 
Ordenación de Campamentos Públicos 
de Turismo y el Decreto 108/1988 que 
lo modifi ca.

La disposición fi nal primera habi-
lita al consejero competente en turismo 
para dictar normas de ejecución y desa-
rrollo del Decreto.

La disposición fi nal segunda declara 
la aplicación del Decreto a los veinte 
días siguientes a su publicación en el 
BORM.

El anexo I recoge en una tabla los 
diferentes requisitos mínimos requeridos 
para determinar la categoría del campa-
mento.

El anexo II propone un modelo tipo 
de Reglamento de Régimen Interior.

III. OBSERVACIONES

A) De carácter general

El Proyecto de Decreto por el que 
se regula los Campamentos Públicos 
de Turismo de la Región de Murcia (el 
Proyecto en lo sucesivo) es la disposición 
normativa que una vez aprobada ordenará 
la actividad económica consistente en 
la prestación de servicio de alojamien-
to a los usuarios de los campings. El 
Proyecto, que no cubre ningún vacío 
jurídico puesto que viene a reemplazar 
la regulación vigente representada por 

el Decreto 19/1985, modifi cado a su vez 
por el Decreto 108/1988, comprende 
todos los aspectos que abarcan dicha 
actividad, desde la defi nición del ámbito 
de aplicación y conceptos, la delimitación 
de los emplazamientos prohibidos, la 
clasifi cación y eventual especialización 
de los campamentos, los requisitos téc-
nicos generales de las instalaciones y 
servicios, el régimen de funcionamien-
to, el procedimiento de autorización así 
como los derechos y obligaciones de los 
usuarios.
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El Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia comparte plenamente 
la oportunidad de proceder a una nueva 
ordenación de esta actividad. Hay varias 
razones para ello. En primer lugar porque 
hace diez años que se promulgó la Ley 
11/1997, de Turismo de la Región de 
Murcia, y la regulación actual cabe con-
siderarla transitoria puesto que la propia 
Ley faculta al Consejo de Gobierno al 
desarrollo reglamentario de la misma y la 
mantiene en vigor en tanto éste no se pro-
duzca. Además, la referida Ley remite al 
desarrollo reglamentario aspectos concre-
tos de la regulación de los campamentos 
públicos de turismo, como es el caso de 
la instalación estable de elementos fi jos 
prefabricados de madera o similares y el 
reconocimiento de algún tipo de espe-
cialización de los campings. Y también 
porque en los veintidós años transcurridos 
desde la aprobación del Decreto inicial 
los propios cambios de la sociedad en 
general y de los usuarios de este tipo 
de instalaciones en particular, cada vez 
más exigentes en lo que concierne a la 
seguridad y calidad de servicio que deben 
ofrecer, aconsejan una normativa más 
rigurosa en esas cuestiones. A su vez, el 
Proyecto complementa otras disposicio-
nes de naturaleza análoga adoptadas las 
anteriores anualidades, las últimas referi-
das a las Agencias de Viajes y Centrales 
de Reservas, Organizadores Profesionales 
de Congresos y Turismo Activo, y supone 
un avance para que la Ley de Turismo 
alcance su plena vigencia y se logre la 
calidad que requiere la potencialidad del 
sector turístico regional. 

Antes de adentrarnos en el análisis 
de la disposición y en relación con el 

trámite de audiencia seguido, que ha 
permitido manifestar la opinión sobre su 
Anteproyecto a las Consejerías, Confe-
deración Hidrográfi ca del Segura, Cáma-
ras de Comercio, CROEM, Federación 
de Municipios de la Región de Murcia 
y las Escuelas de Turismo de las tres 
universidades de la Región, el CESRM 
manifi esta la idoneidad de esas institu-
ciones para participar en el proceso y 
valora el alto grado de aceptación de 
las sugerencias formuladas que se han 
incorporado al Proyecto, lo que refuerza 
el interés de esta fase de la tramitación 
y confi ere a la norma mayor respaldo. 
Pero también considera el Consejo que 
la determinación de las entidades a con-
sultar debe hacerse siempre con criterios 
amplios para permitir que puedan expre-
sarse cualquiera con intereses, siquiera 
indirectos, en la disposición. Es el caso 
de otras asociaciones intersectoriales 
como las representativas de la econo-
mía social, cuyos miembros pudieran 
dedicarse a la promoción de empresas 
gestoras de estas instalaciones. O las 
organizaciones sindicales, puesto que los 
trabajadores desempeñarán su actividad 
en los campamentos y se establecen fun-
ciones que les afectan. Y sobre todo las 
asociaciones de consumidores y usua-
rios, pues se está regulando un servicio 
dirigido a ellos.

El Consejo Económico y Social de la 
Región de Murcia valora positivamente el 
Proyecto de Decreto por el que se regula 
los Campamentos Públicos de Turismo 
de la Región de Murcia, sin perjuicio de 
ciertas discrepancias puntuales que se 
exponen en estas observaciones generales 
y al articulado. Son varias las razones 
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que sostienen esta apreciación favorable. 
Una de ellas es que el Proyecto cumple 
el mandato de la Ley de Turismo al or-
denar las instalaciones fi jas de elementos 
prefabricados y la especialización de los 
campamentos, cuya ausencia, especial-
mente la primera, había constituido hasta 
ahora un factor que limitaba la diversidad 
y calidad de la oferta de este tipo de alo-
jamiento. El Proyecto cubre esta laguna 
y desarrolla con precisión la capacidad y 
características de las mismas.

El Proyecto supone además un im-
pulso fi rme para mejorar la calidad del 
servicio que se ofrece en estas instala-
ciones, y éste es uno de los objetivos 
estratégicos para promover un sector 
turístico más potente y desarrollado. En 
este sentido, se comparte la supresión de 
la categoría tercera en cuanto implica una 
mayor cualifi cación de la oferta. Y se va-
loran novedades del Proyecto en relación 
con el Decreto vigente como el capítulo 
dedicado al Régimen de funcionamiento, 
con regulación amplia y detallada de 
la recepción, director del campamento 
y personal de servicio, y sobre todo el 
anexo I, que establece una clasifi cación 
precisa y minuciosa para determinar la 
categoría del campamento y los servicios 
a ofrecer en cada una.

Por otra parte, el Proyecto representa 
una importante mejora en la seguridad 
y dotación de infraestructuras de las 
instalaciones. La normativa amplía sig-
nifi cativamente la relación de emplaza-
mientos prohibidos, y es más rigurosa y 
exigente en cuanto a los requerimientos 
para el suministro de agua, tratamiento y 
evacuación de aguas residuales y pluvia-

les, sistemas de seguridad y protección 
contra incendios y energía eléctrica. 
Además, incorpora una regulación sobre 
servicios higiénicos y primeros auxilios 
y la documentación a cumplimentar y 
presentar para obtener la autorización de 
las instalaciones es más completa.

Otra de las razones que justifi ca la 
valoración favorable del CESRM es que 
el Proyecto refuerza la seguridad jurídica 
de los titulares de estos establecimientos 
y de los usuarios. Ya se ha mencionado 
en cuestiones concretas que la ordenación 
que propone es más precisa y detallada, 
pero ésta es en general una apreciación 
extensible a todo el Proyecto salvo te-
mas puntuales que luego se comentarán 
como los campamentos privados o los 
apartamentos turísticos y alojamientos 
vacacionales referidos en el artículo 5.3. 
E igualmente supone una mejora en este 
ámbito la concreción de los importes mí-
nimos de la obligatoria póliza de seguro 
de responsabilidad civil.

Finalmente, otro de los argumentos 
que apoya la valoración positiva del CES-
RM al Proyecto es la mayor transparencia 
que supone en la relación con el usuario, 
que abarca aspectos variados como la 
relación detallada de sus derechos, obli-
gaciones y prohibiciones, información 
que deberán recibir en el momento del 
ingreso en el campamento o el detalle con 
que deberán ser emitidas las facturas. 

Esta consideración general positiva 
que le merece al Consejo el Proyecto 
en base a los avances que incorpora res-
pecto a la normativa actual y basada en 
las anteriores razones no es óbice para 
que se manifi este la discrepancia sobre 
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tres cuestiones singulares del texto, sin 
perjuicio de las observaciones concretas 
que se exponen sobre el articulado.

La primera se refi ere al contenido 
del artículo 5.3. Indica que se podrá 
instalar hasta en el 35% de las parcelas 
autorizadas (dentro de ese porcentaje 
también se podrá instalar elementos fi jos 
prefabricados de madera o similares) «y 
de conformidad con las normas urbanís-
ticas en vigor, apartamentos turísticos y 
alojamientos vacacionales regulados por 
el Decreto 75/2005, de 24 de junio. Estos 
alojamientos deberán ser de propiedad 
del titular del Campamento Público de 
Turismo. La recepción podrá ser com-
partida con la del campamento público 
de turismo». El Proyecto no introduce 
ningún tipo de requerimiento específi co 
para estas instalaciones salvo que en la 
solicitud de apertura se deberá aportar 
licencia urbanística para cada una de estas 
unidades alojativas.

El referido Decreto defi ne en su ar-
tículo 2 los apartamentos turísticos como 
«los bloques o conjuntos de apartamentos 
y los conjuntos de villas, chalés y simi-
lares que, ofrecidos empresarialmente 
en alquiler de modo habitual, mediante 
precio y debidamente dotados de mobi-
liario, instalaciones, servicios y equipo 
para su inmediata ocupación por moti-
vos vacacionales o de ocio, reúnan los 
requisitos especifi cados en la presenta 
Disposición». El artículo 3 denomina 
bloque «a la totalidad de un edifi cio o 
complejo, integrado por apartamentos, 
villas, chalés y similares que con ins-
talaciones y servicios comunes, sean 
destinados al tráfi co turístico y explotado 

por una sola unidad empresarial». Y 
por conjunto se entiende el «agregado 
de dos o más unidades de alojamiento 
turístico que ubicados en el mismo o 
diferentes edifi cios o emplazamientos y 
sin constituir un bloque, se destinen al 
tráfi co turístico bajo una misma unidad 
de explotación». Por su parte, el artículo 
30 defi ne los alojamientos vacacionales 
como «las unidades aisladas de aparta-
mentos, bungalows, villas, chalés y simi-
lares, ofrecidos en régimen de alquiler 
por las empresas explotadoras a que se 
refi ere el artículo 5 del presente Decreto, 
por motivos vacacionales o turísticos, y 
que reúnan los requisitos especifi cados 
en el presente capítulo». 

La primera cuestión que se le plan-
tea al Consejo se refi ere a si este tipo de 
alojamientos permitidos en el artículo 
5.3 del Proyecto entra dentro del alcance 
previsto por la Ley 11/1997, de Turismo 
de la Región de de Murcia, al deter-
minar en su artículo 20 el concepto de 
camping. Éste es «el espacio de terreno 
debidamente delimitado, dotado y acon-
dicionado para su ocupación temporal, 
con capacidad para más de diez per-
sonas que pretendan hacer vida al aire 
libre, con fi nes vacacionales o de ocio y 
utilizando como residencia albergues mó-
viles, tiendas de campaña, caravanas u 
otros elementos similares transportables, 
cuyos servicios pueden ser utilizados por 
cualquier persona mediante precio». En 
su apartado dos permite que la D. G. de 
Turismo pueda «autorizar la instalación 
estable de elementos fi jos prefabricados, 
de madera o similares, cuando dichas 
instalaciones no superen el porcentaje 
que reglamentariamente se determine, y 



17

de acuerdo con las previsiones del pla-
neamiento urbanístico».

En opinión del CESRM, la redacción 
propuesta en el artículo 5.3 del Proyecto, 
que no es desarrollada posteriormente, 
es extremadamente amplia y pudiera su-
perar el ámbito contemplado en la Ley. 
Ésta no descarta la instalación estable de 
elementos fi jos, pero especifi ca que serán 
prefabricados, de madera o similares. Sin 
embargo, de la defi nición del Decreto 
75/2005 se deduce que resultaría permi-
sible la existencia en los campamentos 
públicos de turismo de hasta bloques de 
apartamentos, lo cual parece contradic-
torio con la naturaleza y características 
habituales de estas instalaciones. No 
es competencia del Consejo dilucidar 
cuestiones jurídicas pero no deja de ma-
nifestar esta duda, que podría planteársele 
igualmente a eventuales promotores y 
generar inseguridad sobre la viabilidad 
de la iniciativa, siempre perjudicial para 
el negocio empresarial. Incluso pudiera 
retraer la demanda de usuarios que consi-
deran ese tipo de alojamientos contrarios 
a lo que debe proporcionar un camping.

El desarrollo en el Proyecto del artí-
culo 5.3 pudiera despejar incertidumbres 
y adecuar este tipo de instalaciones al 
contenido de la Ley 11/1997 y a las es-
pecifi caciones tradicionales de los cam-
pings. Por ejemplo, que las instalaciones 
previstas en el artículo 5.3 serán siempre 
de una sola planta, sin altillos, y con una 
superfi cie dentro de cada parcela que no 
supere un determinado porcentaje de la 
misma. Y debería indicarse a su vez que 
estas instalaciones estarán autorizadas 
únicamente mientras tenga vigencia la 

autorización oficial del campamento, 
por lo que extinguida ésta perderán su 
autorización y deberán ser trasladadas 
o derruidas. Esta última prescripción 
debería concretarse igualmente para las 
instalaciones fi jas prefabricadas previstas 
en el artículo 5.2 del Proyecto.

La segunda observación se refi ere 
al capítulo VII del Proyecto, que regula 
los campamentos de uso privado en los 
artículos 35 a 40. En lo que concierne a 
emplazamiento, servicios, obligaciones y 
prohibiciones les exige que cumplan los 
mismos requisitos que los públicos en 
cuanto a emplazamiento (artículo 8), la 
regulación propia bajo la que se regirán 
los establecimientos de restauración y 
comercio de los campings (artículo 23), 
y las prohibiciones de hacer fuego fuera 
de los lugares permitidos y de abandonar 
residuos o basuras fuera de los recipientes 
habilitados (artículo 34.b y e). Al margen 
de lo anterior, se regirán por sus normas 
de funcionamiento, no se localizarán 
a menos de 3 Km. de un campamento 
público, deberán comunicar a la Con-
sejería el número de pernoctaciones a 
efectos estadísticos, sus distintivos no se 
confundirán con los de los campamentos 
públicos y podrán ser inspeccionados 
para comprobar que los usuarios son 
miembros o asociados.

Sin ninguna duda, es una propuesta 
poco intervencionista al dejar práctica-
mente su instalación, autorización y fun-
cionamiento al amparo de la normativa 
sectorial específi ca en cuanto a dotación 
de servicios (suministro de agua, energía 
eléctrica, protección contra incendios, 
salubridad e higiene, evacuación de 
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residuos, etc.), y su funcionamiento al 
criterio de la entidad titular. Sin embar-
go, en opinión del Consejo existe una 
responsabilidad tutelar sobre los usuarios 
de la Consejería competente que pudiera 
aconsejar establecer requisitos similares a 
los de los campamentos públicos en algu-
nos temas. Hay que tener en cuenta que 
el servicio ofrecido, el alojamiento co-
lectivo en albergues móviles, no difi ere, 
y no debe ser relevante para ofrecer uno 
u otro régimen jurídico que el pago del 
mismo se haga por prestación diaria o por 
una cuota de socio, incluso aunque ésta 
pudiera ser sufragada parcial o talmente 
por la entidad titular. Incluso, esta laxa 
regulación puede propiciar el intrusismo 
profesional o la picaresca.

Por tanto, en opinión del Consejo 
los campamentos privados deberían estar 
sometidos a las mismas prescripciones 
que los públicos al menos en lo que se 
refi ere al capítulo III «Requisitos Téc-
nicos Generales», artículos 21 y 22 del 
Capítulo IV «Servicios», que comprende 
los higiénicos y primeros auxilios, y 
Capítulo VIII «Autorización de instala-
ción y clasifi cación» en lo que les pueda 
afectar. 

La tercera discrepancia del Consejo 
se refi ere al contenido de la disposición 
adicional segunda, que prescribe la 
aplicación de la Orden de 11 de agosto 
de 1972 por la que se aprueba el Estatuto 
de los Directores de Establecimientos de 
Empresas Turísticas. Ésta determina en el 
artículo 2 de su anexo que el cargo de Di-
rector de un establecimiento de Empresa 
Turística sólo podrá ser desempeñado por 
aquellas personas en quienes concurran 
alguna de las siguientes circunstancias: 

A) Poseer el título de Técnico de Empresa 
Turística, expedido o convalidado por el 
Ministerio de Información y Turismo a 
propuesta de la Escuela Ofi cial de Turis-
mo. B) Haber prestado servicios profe-
sionales en establecimientos de empresas 
turísticas durante un tiempo mínimo de 
nueve años, de los cuales al menos tres en 
cargos técnicos o de especial responsabi-
lidad. El Proyecto exige en su anexo I que 
exista un director titulado si el camping 
es de lujo y si su aforo supera las 250 
plazas en el caso de que la categoría sea 
la primera.

El CESRM no comparte que deba 
aplicarse la Orden de 11 de agosto de 
1972, por la que sólo los titulados como 
Técnicos en Empresas Turísticas pue-
den desempeñar el puesto de director 
de determinados campamentos público 
de turismo, al margen de las personas 
que accedan por su experiencia pro-
fesional. Nada se objeta al objetivo 
pretendido con la disposición, sin duda 
bien orientado a promover la necesaria 
cualifi cación profesional de los respon-
sables de las instalaciones como medio 
para mejorar la calidad del servicio, 
valorado y demandado por el Consejo 
en sus recientes Dictámenes sobre la 
normativa de otros establecimientos 
turísticos, pero sí al carácter restrictivo 
de la misma al limitarlo a esa titulación. 
Es un requerimiento, por otra parte, 
no exigido en el Decreto 91/2005, por 
el que se regulan los establecimientos 
hoteleros de la Región de Murcia, por 
lo que supondría un trato desigual en 
función simplemente del tipo de esta-
blecimiento turístico. En opinión del 
CESRM, actualmente el catálogo de 



19

titulaciones universitarias incluye otras 
que igualmente ofrecen cualifi cación 
sufi ciente para desempeñar el puesto de 
director. Además, para los campings de 
primera con menos de 250 plazas y los 
de segunda, dada la responsabilidad que 
conlleva la gestión del alojamiento para 
un colectivo importante de personas 
independientemente de la categoría de 
la instalación, también sería convenien-
te exigir que el responsable dispusiera 
de experiencia profesional en puestos 
técnicos relevantes o de responsabili-
dad durante un plazo mínimo de cinco 
años.

B) Al articulado

El artículo 2 defi ne el concepto de 
camping y lo restringe, al margen de con-
sideraciones en cuanto a su carácter de 
ocupación temporal, capacidad mínima u 
otras, a la utilización como residencia de 
albergues móviles, tiendas de campaña, 
caravanas u otros elementos similares 
transportables. Y lo hace, según se ex-
presa, de conformidad con el artículo 20 
de la Ley 11/1997. Sin embargo, también 
ésta contempla la posible instalación 
estable de elementos fi jos prefabricados, 
de madera o similares, que desarrolla el 
Proyecto en su artículo 5.2. Que igual-
mente prevé en el artículo 5.3 la posible 
instalación de apartamentos turísticos y 
alojamientos vacacionales, sobre los que 
se ha expresado el parecer del Consejo en 
las observaciones generales. A la vista de 
la diversidad de tipos de residencia sus-
ceptibles de integrarse en el campamento 
público de turismo la defi nición del ar-
tículo 2 es excesivamente restrictiva, y 

pudiera ser oportuna su corrección para 
incluir las otras modalidades señaladas. 

El artículo 3 excluye del ámbito de 
aplicación, junto a otro tipo de instala-
ciones, los «campamentos de uso privado 
descritos en el artículo siguiente y los 
pertenecientes a instituciones o asocia-
ciones cuya utilización quede reservada 
exclusivamente a los miembros asocia-
dos». Por su parte, el artículo 4 defi ne el 
campamento de uso privado como «aque-
llos establecimientos, cualquiera sea su 
titularidad y denominación, en los que la 
admisión y uso de sus instalaciones esté 
reservado exclusivamente a sus socios o 
miembros». Estas redacciones inducen 
a confusión respecto a la existencia de 
diversos tipos de campamentos privados. 
A la vista de ambas defi niciones parece 
claro que la tipología incluida en el fi nal 
del artículo 3, «los pertenecientes a ins-
tituciones….» queda comprendida en el 
contenido del artículo 4 puesto que éste 
incluye cualquier titularidad y denomi-
nación, por lo que resulta innecesaria 
dicha frase.

El artículo 5 desarrolla en su apar-
tado 2 la instalación estable de elementos 
fi jos prefabricados, de madera o simila-
res, como máximo en el 35% de las par-
celas autorizadas siempre que cumplan 
determinados requisitos que se relacio-
nan. El CESRM valora positivamente 
esta ordenación, requerida por la Ley 
11/1997, cuya ausencia ha constituido un 
factor limitativo para una oferta cada vez 
más demandada por los usuarios por su 
superior calidad. Es indudable que el es-
tablecimiento de cualquier límite es siem-
pre debatible. Ese porcentaje pudiera ser 
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considerado adecuado puesto que dada la 
naturaleza tradicional del camping parece 
que han de prevalecer los albergues mó-
viles. Sin embargo, como se indicaba, la 
apuesta de los usuarios por la calidad es 
creciente al igual que la demanda de este 
tipo de instalaciones. Por ello, pudiera 
ser conveniente establecer porcentajes 
decrecientes en función de la categoría 
del camping: hasta el 50% en los de lujo, 
hasta el 40% en los de primera y hasta el 
30% en los de segunda, para no limitar en 
exceso la oferta de alojamientos a precios 
más económicos en los campamentos de 
inferior categoría.

El mismo apartado 2 del artículo 
5 relaciona en su punto d) la dotación 
de equipamientos de estos alojamientos 
prefabricados. En lo que concierne a la 
cocina se indica que estará «equipada 
y dotada sufi cientemente para atender 
a la demanda de los clientes, el frega-
dor dispondrá de agua fría y caliente».
Aunque con el término «sufi ciente» en 
cuanto a equipamiento y dotación ya 
pudiera comprenderlo implícitamente, 
dada la singular meteorología de nuestra 
tierra por las elevadas temperaturas que 
se alcanzan los meses veraniegos sería 
conveniente especificar que se dotará 
también con un frigorífi co con capacidad 
mínima determinada.

El artículo 6 relaciona ciertas prác-
ticas prohibidas en los campamentos 
públicos de turismo. Pero el apartado 4
autoriza que la «Administración Turísti-
ca» pueda autorizar que en el camping 
se efectúe la guarda y custodia de cara-
vanas bajo el cumplimiento de algunos 
requisitos. Considera el Consejo que la 

expresión «Administración Turística», 
que aparece en otros artículos, debería 
reemplazarse siempre por el órgano 
concreto competente para conceder la 
autorización, criterio general seguido en 
el Proyecto. Por otra parte, este apartado 
pudiera ser incluido más apropiadamente 
en el artículo 11, que se refi ere a la su-
perfi cie del camping.

El artículo 7 relaciona las atribucio-
nes de la Consejería competente en ma-
teria de turismo. El punto c) le asigna la 
de determinar y, en su caso, modifi car, la 
categoría de los campings tanto de ofi cio 
como a instancia de parte. Sería conve-
niente añadir que también le compete la 
determinación de la especialización del 
campamento público, que se regula en 
el artículo 10. 

En efecto, el artículo 10 cumple la 
prescripción del artículo 20.4 de la Ley 
11/1997 al reglamentar la especialización 
de los campamentos. Defi ne para ello 
tres clases: montaña, que deberán estar 
ubicados «en zonas de montaña situados 
a más de 600 metros sobre el nivel del 
mar, donde se puedan practicar activi-
dades de turismo activo y relacionadas 
con el medio natural»; balneario, y para 
ello su ubicación será menor a 3 Km. 
de un establecimiento así considerado y 
cumpla ciertos requisitos (piscina clima-
tizada cubierta, gimnasio…); y naturista 
si se practica en ellos de forma habitual 
y continua el naturismo.

El desarrollo reglamentario de la po-
sible especialización de los campamentos 
públicos de turismo es un mandato legal 
que se satisface con el Proyecto que 
se dictamina. Aunque indudablemente 
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cualquier instalación puede publicitar 
los servicios complementarios que ofre-
ce directamente o que puede obtener el 
usuario en el entorno de la instalación por 
su emplazamiento u oferta existente, el 
reconocimiento por la Administración de 
una distinción ofi cial al establecimiento 
otorga al usuario una credibilidad superior 
respecto al servicio que va a recibir.

Por ello discrepa el Consejo de que 
la especialización del camping provenga 
exclusivamente de características ajenas a 
las propias de la instalación, como sucede 
en el caso de los considerados de mon-
taña. En éstos, junto al requisito de que 
su emplazamiento sea en una altitud que 
supere los 600 metros, que es razonable, 
se añade la expresión «donde se puedan 
practicar actividades de turismo activo y 
relacionadas con el medio natural». Y ésta 
parece referirse a que en las inmediacio-
nes exista oferta de ese tipo, que, por otra 
parte, según dispone la disposición adicio-
nal primera se concertará con empresas 
legalmente autorizadas. A criterio del 
CESRM, para obtener esta especialización 
debe ser un requisito imprescindible a su 
vez que el camping ofrezca directamente a 
sus clientes, tras el concierto indicado, una 
oferta variada de actividades relacionadas 
con ese tipo de turismo.

El artículo 14 regula el acceso al 
campamento público de turismo. En 
contra del criterio seguido generalmente 
en el Proyecto de ordenar con precisión 
y detalle las diferentes materias, y entre 
ellas los viales interiores (el artículo 15 
exige un mínimo de 5 metros si es de 
doble sentido y de tres si es único), en 
éste se limita a señalar que «estará debi-

damente acondicionado de modo que se 
garanticen unas perfectas condiciones de 
tránsito y tendrá una anchura sufi ciente 
para permitir la circulación de vehícu-
los». Poco concreta parece esta disposi-
ción, que debiera complementarse para 
exigir al menos una anchura no inferior 
a cinco metros, cierta solidez del fi rme y, 
en su caso, drenaje.

El artículo 18 regula el tratamiento 
y eliminación de residuos y prescribe en 
su apartado 3 que se deberá disponer 
de depósitos con tapadera en número 
sufi ciente en relación con la capacidad 
del campamento, preparados y debida-
mente rotulados para el almacenamiento 
selectivo de residuos sólidos, ubicados en 
un lugar disimulado a las vistas, preferen-
temente por un muro vegetal, accesible a 
los campistas y lo más alejados posible de 
la zona de acampada. Dada la relevancia 
para la salubridad e higiene de las insta-
laciones la adecuada dotación de estos 
depósitos sería conveniente una regula-
ción más precisa. Como determinar la 
capacidad mínima total de los depósitos 
que se habiliten, a determinar en función 
al aforo del campamento multiplicado 
por una cantidad que represente el pro-
medio de residuos sólidos que genera 
una persona diariamente. Y también el 
número mínimo de depósitos que deberá 
proveerse para facilitar la accesibilidad 
de los usuarios.

El artículo 35 regula el emplaza-
miento, servicios, obligaciones y pro-
hibiciones del campamento privado. Al 
margen de lo expuesto en las observa-
ciones generales, considera el CESRM 
que debiera incluirse la obligatoriedad 
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de que éstos indiquen en la entrada de 
sus instalaciones el carácter privado de 
las mismas, al igual que en la publicidad, 
facturas u otro tipo de documentación. 

El artículo 41 obliga a las personas 
físicas o jurídicas que pretendan promo-
ver un campamento público de turismo 
a solicitar de la Consejería competente 
un informe previo a la solicitud de ins-
talación indicativo de la categoría que 
podría ostentar, aportando para ello una 
Memoria del proyecto, un plano general 
de las instalaciones y cualquier otra in-
formación que facilite la identifi cación. 
No se indica plazo de resolución ni los 
efectos de la misma.

No comparte el Consejo que sea ne-
cesario solicitar este informe previo, no 
exigido por la normativa actual, acerca 
de la posible categoría del camping, al 
menos con el carácter obligatorio que 
expresa el artículo. Pudiera ser intere-
sante si es optativo para el promotor, que 
en el caso de no conseguir la categoría 
pretendida podría desistir de la iniciativa 
y evitar pérdida de tiempo y de recursos. 
Pero el carácter obligatorio para quien no 
le resulte determinante la categoría sólo 
supone aumentar la burocracia y alargar 
el proceso.

El artículo 43 regula el procedi-
miento de solicitud de apertura turística, 
que deberá acompañarse de una serie de 
documentos entre los que se encuentra 
la póliza de seguro de responsabilidad 
civil. Ante la eventualidad de la posible 
denegación, y aun en caso favorable del 
tiempo necesario que todavía ha de trans-
currir hasta que sea emitida, podría evitar 
gastos presentar en ese momento una 

propuesta de seguro. En los diez días pos-
teriores a la recepción de la autorización 
se presentaría la póliza, momento a partir 
de cual podría empezar el funcionamiento 
del establecimiento y se produciría la 
inscripción en el Registro de Empresas y 
Actividades Turísticas. También debiera 
exigirse en ese momento la presentación 
de las licencias municipales de apertura 
de los establecimientos de restauración y 
comercio ubicados en el campamento.

El artículo 44 concede un plazo 
máximo de tres meses a contar desde la 
entrada de la solicitud para que la Con-
sejería resuelva motivadamente la conce-
sión o denegación de la autorización de 
apertura, considerándose desestimada si 
no recayera resolución expresa. Teniendo 
en cuenta que la inversión ya ha sido 
realizada y que tres meses es un plazo 
razonable aun cuando deban ser inspec-
cionadas las instalaciones, considera el 
CESRM que el silencio administrativo 
ha de ser positivo.

El artículo 45 determina en su apar-
tado 2 que los cambios de titularidad en 
la propiedad de un camping deberán de 
comunicarse a la Consejería competente 
en materia de turismo a los efectos opor-
tunos. Igualmente deberán comunicarse 
el cese del director o responsable y el 
nombramiento de los nuevos. En aras 
a la precisión normativa que en general 
pretende el Proyecto y para reforzar la 
seguridad jurídica de los interesados 
sería conveniente establecer un plazo 
máximo, que podría ser de 15 días desde 
que se produzca el hecho que deba ser 
notifi cado, para que se efectúe la comu-
nicación. 
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1.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia valora positiva-
mente el Proyecto de Decreto por el que 
se regula los Campamentos Públicos de 
Turismo de la Región de Murcia, sin 
perjuicio de las discrepancias que se ma-
nifi estan en las siguientes conclusiones y 
observaciones al articulado expuestas en 
el cuerpo del Dictamen. En opinión del 
Consejo, globalmente el Proyecto supone 
un avance importante respecto a la nor-
mativa actual. Por un lado, procede a de-
sarrollar reglamentariamente aspectos re-
queridos por la Ley 11/1997, de Turismo 
de la Región de Murcia, cuya ausencia ha 
limitado hasta ahora la diversidad y cali-
dad de la oferta. Además, esta disposición 
supone un impulso decidido para reforzar 
la calidad de este servicio turístico, para 
mejorar las infraestructuras y dotación de 
servicios de las instalaciones, aumentar la 
seguridad jurídica de los promotores de 
estos establecimientos y de los usuarios, 
y eleva asimismo la transparencia de las 
relaciones con los clientes.

2.- En opinión del CESRM, la re-
dacción propuesta en el artículo 5.3 del 
Proyecto, no desarrollada posteriormente, 
por la que permite la instalación en los 
campings de apartamentos turísticos y 
alojamientos vacacionales regulados por 
el Decreto 75/2005 es extremadamen-
te amplia y pudiera superar el ámbito 
contemplado en la Ley de Turismo de la 
Región de Murcia, que autoriza la insta-
lación estable de elementos fi jos prefabri-
cados, de madera o similares. Tal laxitud 
pudiera originar iniciativas para incluir 

hasta bloques de apartamentos. Considera 
el Consejo que este tipo de alojamientos 
se aparta de la idea tradicional propia 
de los campings. Sería conveniente de-
sarrollar ese precepto para asegurar que 
las instalaciones previstas en el artículo 
5.3 sean siempre de una sola planta como 
máximo, sin altillos, y con una superfi cie 
dentro de cada parcela que no supere un 
determinado porcentaje de la misma. Y 
debería indicarse a su vez que estas ins-
talaciones estarán autorizadas únicamente 
mientras tenga vigencia la autorización 
ofi cial del campamento, por lo que ex-
tinguida ésta perderán su autorización y 
deberán ser trasladadas o derruidas. Esta 
última prescripción debería concretarse 
igualmente para las instalaciones fi jas 
prefabricadas previstas en el artículo 5.2 
del Proyecto, que conjuntamente con las 
anteriores no superarán el 35% de las 
parcelas autorizadas.

3.- El Consejo Económico y Social 
de la Región de Murcia discrepa de la re-
gulación propuesta en el capítulo VII del 
Proyecto sobre los campamentos privados 
de turismo, aquéllos promovidos por 
cualquier entidad para uso exclusivo de 
sus miembros o socios. La propuesta deja 
prácticamente su instalación y autoriza-
ción al amparo de la normativa sectorial 
específica en cuanto a instalaciones y 
dotación de servicios y su funcionamiento 
al criterio de la entidad titular. Sin em-
bargo, el servicio ofrecido, el alojamiento 
colectivo en albergues móviles, no es 
distinto al de los campamentos públicos, 
y no debe ser relevante para aplicar uno 

IV. CONCLUSIONES
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u otro régimen jurídico que el pago del 
mismo se haga por prestación diaria o 
por una cuota de socio. Incluso, esta laxa 
regulación puede propiciar el intrusismo 
profesional o la picaresca. Por tanto, en 
opinión del Consejo los campamentos 
privados deberían estar sometidos a las 
mismas prescripciones que los públicos al 
menos en lo que se refi ere al capítulo III 
«Requisitos Técnicos Generales», artícu-
los 21 y 22 del Capítulo IV «Servicios», 
que se refi ere a los higiénicos y primeros 
auxilios, y Capítulo VIII «Autorización 
de instalación y clasifi cación» en lo que 
les puede afectar.

4.- El CESRM rechaza el contenido 
de la disposición adicional segunda, 

cuyo efecto es exigir la titulación de 
Técnicos en Empresas Turísticas para 
desempeñar el puesto de director de 
un campamento público de turismo sin 
éste es de lujo o de primera con más de 
250 plaza, aunque también es posible 
acceder al mismo con una experiencia 
profesional de nueve años. En opinión 
del CESRM, actualmente el catálogo de 
titulaciones universitarias ofrece otras 
que igualmente ofrecen cualificación 
suficiente para desempeñar el puesto 
de director. En el resto de campamentos 
sería conveniente exigir al menos una 
experiencia mínima de cinco años en 
puestos técnicos de responsabilidad o 
de gestión. 

Murcia, a 4 de mayo de 2007

Vº Bº
El Presidente del Consejo Económico y 
Social
Antonio Reverte Navarro

El Secretario General del Consejo Eco-
nómico y Social
Isidro Ródenas Ruiz
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Dictámenes 2007

1.

SOBRE EL PROYECTO DE I PLAN DE PROMOCIÓN 

DE LA FAMILIA DE LA REGIÓN DE MURCIA.

2.

SOBRE EL PLAN REGIONAL SOBRE DROGAS 2006-

2009.

3.

SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

DESARROLLA LA LEY 28/2005, DE MEDIDAS SANI-

TARIAS FRENTE AL TABAQUISMO Y REGULADORA 

DE LA VENTA, EL SUMINISTRO, EL CONSUMO Y LA 

PUBLICIDAD DE LOS PRODUCTOS DEL TABACO, 

EN LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN 

DE MURCIA.

4.

SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REGULA EL REGISTRO GENERAL DE ENTIDADES 

DE VOLUNTARIADO DE LA REGIÓN DE MURCIA.

5.

SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REGULA EL REGISTRO GENERAL DE ENTIDADES 

DE VOLUNTARIADO DE LA REGIÓN DE MURCIA.

6.

SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REGULA EL CONSEJO ASESOR DEL VOLUNTARIA-

DO DE LA REGIÓN DE MURCIA (CONASEVOL).

7.

SOBRE EL PLAN DE INTEGRACIÓN SOCIAL DE 

LAS PERSONAS INMIGRANTES DE LA REGIÓN DE 

MURCIA 2006-2009.

8.

SOBRE EL PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE 

SE REGULA LOS CAMPAMENTOS PÚBLICOS DE 

TURISMO DE LA REGIÓN DE MURCIA.








